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Santiago, 8 de septiembre de 2015.






Mediante oficio N° 12.020, de 4 de agosto en curso, el Presidente de la Cámara de Diputados, don Marco Antonio Núñez Lozano, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77, incisos 2° y siguientes de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a la Excma. Corte Suprema dos indicaciones que S.E. la Presidenta de la República formulara al proyecto de ley -iniciado por Mensaje- que promueve una reforma integral del sistema de adopción chileno (Boletín N° 9.119-18). 

 




 Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 4 de septiembre en curso, presidida por el subscrito y con la asistencia de los ministros señores Hugo Dolmestch Urra, Carlos Künsemüller Loebelfelder y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar y Lamberto Cisternas Rocha, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señor Carlos Aránguiz Zúñiga, señora Andrea Muñoz Sánchez y señor Manuel Valderrama Rebolledo, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

AL SEÑOR PRESIDENTE
MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO
H. CÁMARA DE DIPUTADOS
VALPARAÍSO 

“Santiago, cuatro de septiembre de dos mil quince.


Visto y teniendo presente:

 
Primero: Que mediante Oficio N° 12.020, de 4 de agosto en curso, el Presidente de la Cámara de Diputados, don Marco Antonio Núñez Lozano, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77, incisos 2° y siguientes de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a la Excma. Corte Suprema dos indicaciones que S.E. la Presidenta de la República formulara al proyecto de ley -iniciado por Mensaje- que promueve una reforma integral del sistema de adopción chileno (Boletín N° 9.119-18); 

Segundo: Que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, y que fueron remitidas a la Corte Suprema para su análisis, se contienen en dos documentos que fueron ingresados a la Cámara de Diputados con fecha 12 de junio y 31 de julio de 2015, y que sustituyen íntegramente el texto del proyecto legal contenido en el Mensaje que le diera origen. El primero de ellos, sustituye los 26 primeros artículos de la iniciativa legal, mientras que el segundo reemplaza los restantes –que en el texto original van del 27 al 68– por artículos que van desde el 27 al 86, agregando cambios menores a las disposiciones transitorias del proyecto. 


Cabe destacar que el proyecto de ley de la referencia ya fue informado por la Corte Suprema con fecha 26 de noviembre de 2013, por Oficio N° 141-2013;

 
Tercero: Que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo al proyecto de reforma integral al sistema de adopción en Chile, vienen a sustituir completamente el articulado originalmente ingresado a discusión en el Congreso Nacional. 


Del nuevo articulado se desprende que subsisten los objetivos de modificar la actual regulación del sistema de adopción a fin de otorgar un nuevo enfoque, hacerse cargo de los vacíos legales actuales, dar celeridad al proceso y orientar a los distintos actores sociales en la toma de decisiones que puedan afectar a los niños, niñas y adolescentes gravemente vulnerados en sus derechos, luego de agotar todas las posibilidades de inserción en su propia familia.

La indicación sustitutiva concibe la adopción como el último recurso, dando preferencia a la mantención del cuidado personal del niño, niña o adolescente por la familia de origen por sobre la adopción.


La amenaza o vulneración grave de los derechos de los niños, niñas o adolescentes es asumida por la indicación a través de un procedimiento de protección y no de adoptabilidad, en función de la última ratio con que se concibe la adopción y a la preeminencia del desarrollo dentro de la familia de origen del menor de edad, conforme al artículo 13 de la indicación;


Cuarto: Que de las dos indicaciones sustitutivas resulta una propuesta legal que consta de 9 títulos, 86 artículos y 2 disposiciones transitorias, de acuerdo al siguiente resumen. 

	Titulo
	Nombre
	Artículos

	I
	Disposiciones Generales
	1 - 9

	II
	Principios
	9 - 16

	III
	Procedimiento de Adoptabilidad
	1°
	De las causales de adoptabilidad y el inicio del procedimiento
	17-20

	
	
	2°
	Procedimiento Excepcional de Protección
	20-26

	
	
	3°
	Del Procedimiento de Adoptabilidad
	27-34

	IV
	De la Adopción Nacional
	1°
	Disposiciones Generales
	35 - 40

	
	
	2°
	Del Procedimiento de Adopción Nacional
	41 - 50

	V
	De la Adopción Internacional
	1°
	Disposición General
	51

	
	
	2° 
	Adopción NNA residentes en Chile por personas en el extranjero
	52 - 58

	
	
	3°
	Adopción NNA residentes en el extranjero por personas residentes en Chile
	59 - 62

	VI
	De la Adopción por Integración
	63 - 66

	VII
	De la adopción de mayores de edad
	67 - 75

	VIII
	Conservación de información y búsqueda de orígenes
	76 - 78

	IX
	Prohibiciones y sanciones
	79 - 86



La indicación presentada por el Ejecutivo, en los nuevos artículos 1° y 3° propuestos conciben la adopción como un medio para “velar por el interés superior del adoptado”, expresando como finalidad “amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales”.  


En el nuevo artículo 3° propuesto, al igual que en el proyecto original, se conceptualiza a la adopción como una “medida” y se la caracteriza como una institución de “orden público, pura y simple e irrevocable”, sustituyendo así la redacción del proyecto original que la concebía como una “medida de restitución de derechos”. 


Adicionalmente, de la lectura del inciso primero del nuevo artículo 3°, se aprecia que,  más que definir el concepto de “adopción”, el proyecto se limita a relevar sus características esenciales: orden público y carácter irrevocable.  


En cuanto a sus efectos, la indicación mantiene en el nuevo artículo 1°, inciso segundo, la misma redacción actual que la ley 19.620 le otorga, señalando que “la adopción confiere al adoptado el estado civil de hija o hijo respecto del o de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la presente ley establece”, lo que parece acertado, pues define el efecto jurídico más relevante que produce su otorgamiento;

 
Quinto: Que los principios que sustentan y orientan la iniciativa son el interés superior de la niña, niño o adolescente, la no discriminación, el derecho a ser oído, el derecho de la niña, niño o adolescente a vivir en familia, el reconocimiento de la subsidiariedad de la adopción, el reconocimiento del derecho a conocer los propios orígenes y el derecho a la reserva de toda la información a que den lugar los procedimientos.


El nuevo artículo 10° establece como principio rector la protección del interés superior de la niña o niño y adolescente, el que deberá tenerse en consideración en la resolución de conflictos de derechos, en la determinación de las políticas públicas y en toda resolución judicial y administrativa concerniente a la adopción. 


Asimismo, el proyecto consagra en su artículo 11, el principio de igualdad, prohibiendo, entre otros, decretar la adoptabilidad de un niño, niña o adolescente o la falta de idoneidad de la parentalidad adoptiva cuando ello se funde en motivos que constituyan discriminación.


En el nuevo articulo 14 se establece que la adopción tendrá un carácter subsidiario, toda vez que entiende que sólo procederá cuando se acredite judicialmente la imposibilidad de disponer de otras medidas que permitan la permanencia de la niña, niño o adolescente con su familia de origen.

 
El proyecto también consagra, en su artículo 15, el derecho del adoptado a conocer sus orígenes, siendo el Registro Civil el organismo encargado de garantizarlo. Por otra parte, pretende mejorar en el acceso a la salud, educación, trabajo, vivienda, atención psicológica y social de niños, niñas y adolescentes a través de la articulación de la oferta pública de programas existentes que deberá gestionar el Ministerio de Desarrollo Social e informar mensual y detalladamente a cada juzgado con competencia en materias de familia.  


Especial mención merece el derecho a ser oído que el artículo 12 reconoce a las niñas, niños y adolescentes, respecto de todos los asuntos que les afecten. Tratándose de un adolescente, se exige que éste asienta expresamente ante el juez sobre la posibilidad de ser adoptado. 


Adicionalmente, el artículo 28 consagra expresamente el derecho del niño, niña o adolescente a ser oído en el procedimiento de adoptabilidad, fijando incluso el deber del juez de citar a una audiencia confidencial al menor de edad para tal efecto, sin perjuicio de escuchar y resolver sus inquietudes cada vez que lo solicite. También se reconoce el derecho de la familia y/o adultos significativos de ser oídos, defenderse y oponerse en el procedimiento judicial que declara la susceptibilidad del niño o niña y se considera que podrán ser adoptantes los cónyuges, las personas solteras, divorciadas o viudas con residencia permanente en Chile, entre los cuales no existirá un orden de prelación, además del guardador que cumpla con determinados requisitos;

 
Sexto: Que en materia procedimental la indicación consagra novedades respecto a la iniciativa original. Así, reformula los procedimientos que tienen por finalidad preparar y proceder a la adopción, actualmente establecidos en la Ley N° 19.620; a saber:

· Procedimiento de adoptabilidad, regulado en los nuevos artículos 27 al 34, que tiene por finalidad declarar que la niña, niño o adolescente se encuentra en condiciones de ser adoptado, el cual se inicia como no contencioso y puede llegar a ser contencioso si existe oposición de parte interesada; y,

· Procedimiento de adopción, regulado en los artículos 35 y siguientes, de carácter no contencioso que tiene por finalidad restablecer el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en familia y puede ser nacional o internacional. 


Además, se establece un nuevo procedimiento excepcional de protección, previsto en los artículos 20 al 26, que tiene por objeto restituir el derecho de la niña, niño o adolescente a vivir en familia en dos casos: 1) cuando en un proceso judicial de aplicación de medidas de protección se decreta una medida de separación del niño, niña o adolescente de su familia o de quien lo tenga a su cuidado; y 2) en caso de renuncia del padre, madre o ambos, al cuidado del niño, niña o adolescente formulada ante el juez competente.

 
Adicionalmente el proyecto regula en los artículos 63 a 66, los procedimientos de adopción por integración, para los casos de niños, niñas y adolescentes que han sido abandonados por uno de sus progenitores y cuyo cuidado es ejercido por el otro progenitor, quien junto a su cónyuge desean integrarlo como hija o hijo del matrimonio por parte del cónyuge no progenitor.


Por último, en los artículos 67 y siguientes, se establece  un procedimiento de carácter excepcional para personas mayores de 18 años y menores de 24 años;

 
Séptimo: Que la indicación, al igual que el proyecto original, entrega por regla general el conocimiento de los procedimientos que establece, al juez con competencia en materias de familia del domicilio o residencia del niño, niña o adolescente.  En este sentido, el proyecto sigue las reglas generales de competencia absoluta en razón de la materia, establecidas en los artículos 12 y 13 de la Ley N° 19.968, que entregan a los juzgados de familia el conocimiento de los procedimientos previos a la adopción y de adopción establecidos en la Ley N° 19.620.


En materia de competencia relativa, el proyecto establece que debe conocer del asunto el juez del domicilio del niño, niña o adolescente, norma actualmente establecida en la Ley N° 19.620, lo que recoge el principio lógico que en estos procedimientos no contenciosos el principal interesado es el niño, niña o adolescente, situación que no se ve alterada por la indicación sustitutiva en análisis. 


Recogiendo la única observación planteada en materia orgánica por la Corte Suprema en su anterior informe a la presente iniciativa, la indicación sustitutiva se limita, en el inciso final del nuevo artículo 46 propuesto, a señalar que la sentencia será apelable en ambos efectos y gozará de preferencia para su vista y fallo, sin aludir ahora a una tramitación incidental; 

 
Octavo: Que tratándose del procedimiento excepcional de protección previsto en el proyecto, se observa que en el caso de la causal establecida en la letra a) del artículo 20 del proyecto, se exige que una vez realizado un procedimiento que culmine con la aplicación de medidas de protección que impliquen  la separación del niño, niña o adolescente de su padre o madre, el juez que dictó dicha medida cautelar de carácter provisional, inicie de oficio un nuevo procedimiento, con el fin de intentar restituir al menor de edad el derecho a vivir en su familia de origen o con aquellos adultos significativos con quienes tenga una relación de confianza. Sólo con posterioridad a este procedimiento, en caso de que los citados no asistan a las audiencias o asistiendo manifiesten no querer hacerse cargo del niño, niña o adolescente, el tribunal puede decretar el inicio de un procedimiento de adoptabilidad, una vez transcurrido un determinado plazo. En alguna medida, imponer al juez la obligación de llevar a cabo dos procedimientos para el establecimiento de una misma medida cautelar provisional, dependiendo del caso concreto, podría constituir una excesiva dilación en la tramitación judicial que podría incidir negativamente en los derechos de niños, niñas y adolescentes, ya que podría alargar el período en que se encuentran institucionalizados. Frente a esto, parece recomendable, reforzar el actual procedimiento de aplicación de medidas de protección que se encuentra regulado en la Ley N° 19.968;

 
Noveno: Que respecto de la causal establecida en la letra b) del artículo 20 de la indicación, esto es, la aplicación del procedimiento excepcional de protección en caso de la renuncia del padre o madre al cuidado del niño, niña o adolescente, es necesario considerar que actualmente esta situación se encuentra regulada en el artículo 8 letra a), 9 y 10 de la Ley N° 19.620. El procedimiento actual exige la citación del otro progenitor, no así la de los parientes; asimismo, el procedimiento actual puede iniciarse antes del nacimiento del hijo/a, cuestión que no es abordada por el proyecto de ley. Parece necesario tomar en consideración que el nuevo articulado complejiza y en gran medida puede dificultar la entrega voluntaria que existe en la actualidad.


En el procedimiento excepcional de protección y en el procedimiento de adoptabilidad regulado se establece la obligación de citar  a los parientes consanguíneos ascendientes y colaterales hasta el sexto grado inclusive, en circunstancias que hoy en día en el procedimiento de susceptibilidad de adopción –artículo 14 Ley N° 19.620–, se cita hasta el tercer grado inclusive, a través de un procedimiento de notificaciones que requiere tiempo, el cual se suma a la demora propia de tramitación. En virtud de esta consideración, citar hasta el sexto grado inclusive, puede implicar mayor tardanza, ya que del articulado se desprende que si no se logra notificar personalmente a estas personas, no se realizará la audiencia preliminar en el plazo de 30 días hábiles establecido en la ley, lo que puede traducirse nuevamente en una excesiva dilación en la tramitación.



La obligación de citar, junto con los parientes hasta el sexto grado inclusive, al “adulto significativo” con quien la niña, niño o adolescente manifieste tener una relación de confianza, pudiendo incluso radicarse en él el cuidado definitivo del menor de edad, podría alejarse de los fines  pretendidos por la iniciativa que en general privilegia los lazos con la familia de origen.


De acuerdo a lo establecido en el artículo 32 de la indicación sustitutiva, la sentencia: que  declara la adoptabilidad produce el efecto inmediato de poner  término a la relación directa y regular que la niña, niño o adolescente tenga con los miembros de su familia, medida que se estima prematura, si se considera que se trata de una sentencia que aún no está firme y que susceptible del recurso de apelación en ambos efectos;

 
Décimo: Que en cuanto al procedimiento de adopción, cabe destacar que el artículo 36, establece que podrán ser adoptantes los cónyuges, las personas solteras, divorciadas o viudas con residencia permanente en Chile sin fijar ningún orden de prelación, salvo el establecido en el artículo 53 en cuanto la subsidiariedad de la adopción internacional. Sin embargo, el artículo no menciona entre los adoptantes a las personas que hayan celebrado un acuerdo de unión civil. Por otra parte, el inciso segundo establece que se debe tener en especial consideración al guardador de un programa de acogimiento familiar cuando solicite la adopción de un niño, niña o adolescente sujeto a su cuidado, siempre que haya estado bajo su guarda al menos 8 meses ininterrumpidos y cumpla los demás requisitos para ser adoptante, establecidos en el proyecto de ley. A este respecto la norma no entrega preferencias ni tampoco establece requisitos menores para estas personas, salvo establecer que no se les excluya y, aún más, exige que se les considere especialmente.


Respecto de los requisitos para adoptar, establecidos en el artículo 37 de la indicación, es necesario hacer notar que sólo se exige para los cónyuges, al igual que en la ley actual, tener un mínimo de dos años de matrimonio, sin establecer la excepción que hoy contiene el artículo 20 de la Ley N° 19.620, esto es, no hacer exigible este plazo mínimo en caso de infertilidad de uno o ambos cónyuges. Esta exigencia de un mínimo de dos años, no es aplicable a las personas solteras, divorciadas o viudas, lo que puede constituir una diferencia injustificada entre quienes están casados y quienes no lo están, al momento de solicitar una adopción;

 
Undécimo: Que en cuanto a la prohibición de conceder la adopción a los cónyuges que estén divorciados, que establece el inciso segundo del artículo 39 del proyecto de ley, no se condice con lo establecido en el artículo 36 de la indicación, que permite que las personas divorciadas, así como las solteras y viudas, puedan ser adoptantes. A este respecto es preciso que se aclare el alcance de esta prohibición y cómo se conjugan las normas establecidas en los artículos 36 y 39 del proyecto de ley.


En materia de adopción internacional, la actual legislación (artículo 31 Ley N° 19.620) permite que sean adoptantes sólo los cónyuges no residentes en Chile, sean nacionales o extranjeros, mientras que la indicación no hace ninguna diferenciación, salvo la referencia a que deben cumplir los mismos requisitos que los adoptantes nacionales, con lo que debe entenderse que se permite que adopten personas casadas, solteras, viudas o divorciadas residentes en el extranjero, cualquiera sea su nacionalidad;

 
Duodécimo: Que respecto del procedimiento de adopción por integración, cabe hacer notar que el artículo 63 de la indicación tampoco menciona a las personas que hayan celebrado un acuerdo de unión civil entre quienes pueden adoptar en esta modalidad, circunscribiéndolo sólo a los cónyuges;

 
Decimotercero: Que en términos generales, el proyecto de ley privilegia claramente el derecho del niño, niña o adolescente a vivir con su familia de origen, cuestión que se observa en los artículos 13, 14, 15, 17,  24 y 27, entre otros. Para el Poder Judicial, encargado en definitiva de tomar la decisión en esta materia, siempre ha constituido el interés primordial asegurar el respeto al interés superior del niño, niña o adolescente, así como a preservar su derecho a la identidad, a ser oído y a vivir en familia, entre otros. Por ello, en la aplicación de medidas de protección, se busca siempre privilegiar a la familia de origen y evitar la institucionalización de niños, niñas y adolescentes, precisamente por las graves consecuencias para su desarrollo que tal situación puede implicar. Ahora bien, en la práctica actual, el Tribunal se ve enfrentado a tener que tomar una decisión poniendo como principal objetivo el interés superior del niño, y sin posibilidades concretas de mejorar la oferta pública de programas o de activar servicios de apoyo a las familias, cuestiones que actualmente presentan un funcionamiento deficitario. Frente a esta realidad, es importante hacer notar que la iniciativa legal en estudio supone que estos programas y servicios de apoyo existirán y funcionarán adecuadamente. Es así que la indicación alude al rol del Ministerio de Desarrollo Social en el artículo 24 y continuas referencias a la figura del curador ad litem, entre otros. Cabe prevenir que aprobar la iniciativa en estudio sin gradualidad y sin la adecuada implementación de estas figuras, podría significar una mayor vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y demás intervinientes en el proceso.


Razones de esta índole habrían motivado que la Comisión de Familia de la H. Cámara de Diputados haya decidido paralizar la tramitación del proyecto en estudio, mientras no se apruebe la Ley de Garantía de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que será la ley marco que asegurará el cabal respeto de las prerrogativas consagradas en la Convención de los Derechos del Niño. 


Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos las dos indicaciones formuladas al proyecto de ley que promueve una reforma integral del sistema de adopción chileno. Ofíciese.
 
Se previene que las ministras señoras Egnem y Sandoval estuvieron sólo por informar lo concerniente al procedimiento y, en particular, lo relativo a los artículos 20 al 34 y 41 al 50, de acuerdo a lo descrito en el motivo cuarto.
PL-28-2015”.
Saluda atentamente a V.S.







      
  
Milton Juica Arancibia 








 
Presidente subrogante 
Jorge Sáez Martin 
    
     Secretario
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